
Síntesis de principios de derecho a 
partir de los casos presentados ante 

el CIADI en contra del Ecuador 

Lucas Bento 

Sumario 

1. Introducción. 2. Síntesis de las decisiones del CIAD! relativas al 
Ecuador. 2.1 Constitución del Tribunal. 2.2 Medidas provisionales 
2.3 Jurisdicción. 2.4 Responsabilidad. 2.5 Recursos. 2.6 Anulación. 
3. Conclusión. 

1. INTRODUCCIÓN 

En 2009, después de haber sido miembro por veintidós años, I 
el Ecuador se retiró del Convenio del CIADJ.2 La trayectoria del 
Ecuador como parte en arbitrajes ante el CIADI generó jurispru-
dencia que explica, confirma y desarrolla principios de derecho 
que serán de interés para la comunidad legal internacional. En 
efecto, actualmente se están debatiendo y desarrollando varios 
principios de derecho internacional de inversión como conse-
cuencia de arbitrajes resultantes de procedimientos arbitrales re-
lativos a inversiones que involucran a estados latinoamericanos.3 

1. El Ecuador fue uno de los primeros p;)iscs sudamericanos que finnaron el Convenio del CIADI en 
1986; le precedió unicnmcntc la Rcpublica Coopcliltivl1 de Guyana (1969). 

2. CIAD!, articulo de noticias, Ecuador Suhmits a Nntic.'c VI/del' Art. 7 J o/Ihe ICSID Conventioo (julio 
9. 2009) duponihle en hup 'lltinyurLcom/289ct5p. 

3. Véase Silvia Knrina Ficzzoni. TI/(! Challenge ofUNASUR MCII/bcl' CilIllltries ltJ Rcplacl! ICSID Arhi. 
Iraliml, Ocij. L. Re". 2, 134 (2011) (' Un porcentaje significativo del conjunto total de casos del CIADI 
es en contra de Estados latinoamericanos. '); CIADI, !tiforme Alwal ]O!] (en adelante el 'Informe 
Anual del CIADI'], 27 dispmlihlc ell http://tinyurJ.comlqcotfn3 (que indica que de los casos 
del CIADI fue iniciado en contra de ESlados latinoamericanos y del Caribe, lo que coloca a la región 



Síntesis de principios de derecl.o a partir de los casos 
presmtados RIlIe el CIADl en contra del ECllador 

Habiendo analizado todos los laudos y decisiones publicados de 
todas las etapas de arbitrajes ante el CIADI en contra del Ecuador 
('las decisiones del CIADI relativas al Ecuador'), este artículo 
busca sintetizar los principios fundamentales desarrollados en 
esas decisiones. Presenta esos principios de manera temática y 
sigue la progresión típica de un arbitraje ante el CIAD!, desde la 
constitución del tribunal hasta los procedimientos de anulación. 
Concluye con las lecciones que nos deja la práctica del arbitraje 
internacional relativo a inversiones y sus perspectivas futuras. 

2. SÍNTESIS DE LAS DECISIONES DEL CIADI 
RELATIVAS AL ECUADOR 

Muchos de los procesos iniciados en contra del Ecuador han 
presentado, interpretado y desarrollado antiguas y novedosas 
cuestiones de derecho. Esta sección busca sintetizar los principios 
de derecho derivados de las decisiones del CIADI relativas al 
Ecuador' para guiar a tribunales, abogados y órganos encargados 
de la formulación de políticas en futuras controversias.5 Los lau-
dos y otras decisiones arbitrales, como cualquier forma de deci-
sión de juzgamiento, tienen doble valor. En primer lugar, como 
decisiones vinculantes, resuelven la controversia en cuestión; en 
segundo lugar, como una forma de precedente o de jurispruden-
cia constante (sea vinculante o persuasiva), sirven de guía para 
la resolución de futuras controversias." Si bien 'los tribunales ar-
bitrales constantemente reconocen que en el derecho internacio-

en segundo lugar en la e1asifieación del CIADI por distribución geognifica de nuevos casos rcgistrados 
en el ejercicio económico que tennino en 2012). 

4. Una de estas no es una decisión del CIADI en sí, sino uno decisión de la Corte Permanente de Arbitrnje, 
véase itifra n. 15, pero está, no obstante, relacionada con un arbitraje del CIAD!. Pero l'éasc leon E. 
Trakman. Thc ICSID Under Sicgc, 45 ComelllntcmDtionallDw Jaumal 603. 605-606 (2012) ('LB 
cuestión de si lajurisprudcncia de arbitraje internacional en gencrn.1 puede evolucionar para convertirse 
en principios comúnmente aceptados de derecho internacional de inversión es materia de debate. '). 

S. Véase etl gctlcraJ. Zachary DOUGl.As. TlJc IlItcmal;o"aJ Lal\' of I""cstme"t Cla;ms (Cambridge Uni-
versity Prcss, 2009) (que e"trae reglas de los casos relativos o inversión internacional). 

6. Bur!illgtOIl Rcsomre.r Inc. 1'.S'. R''P,ihlica del Ecuador, Caso No. ARBl08l5 ante el CIADI, Decisión 
sobre responsabilidad (en adelante la 'Occisión sobre Responsabilidad]. p:i.mI(o 221 (,(lJas afinna-
ciones de un tribunal en materia de inversión internacional pueden proporcionar una guia tanto a los 
inversionistas como a los Estados receptores y pueden servir paro predecir las decisiones de otros tri-
bunales en el ruturo. '). 
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nal no existe una doctrina del precedente vinculante',1 en la prác-
tica, sin embargo, los tribunales consideran seriamente la juris-
prudencia, señalando que 'todo cuenta'.s De hecho, '[u]na 
jurisprudencia coherente fortalece la previsibilidad de las deci-
siones y refuerza su autoridad'.9 Como observó un tribunal en el 
caso Noble vs. Ecuador, los tribunales del CIAD! 'deben procurar 
promover el desarrollo armonioso del derecho de inversión y sa-
tisfacer con ello las expectativas legítimas de la comunidad de Es-
tados e inversionistas hacia la certeza del régimen de derecho'.lo 
A pesar de este noble objetivo, el desarrollo de un cuerpo de leyes 
armonioso en el derecho internacional de inversión es una labor 
inconclusa. De hecho, algunas de las decisiones del CIAD! rela-
tivas al Ecuador muestran incoherencia en los resultados. Me-
diante una síntesis y una sistematización de los principios de 
derecho a partir de las decisiones arbitrales, se espera poder iden-
tificar las irregularidades para poder proponer e implementar 
medidas correctivas apropiadas tanto en el ámbito académico 
como en el profesional. 

Desde una perspectiva macro, las decisiones del CIAD! rela-
tivas al Ecuador son sumamente apropiadas para estudios de 
casos como el presente, porque captan una visión panorámica de 
la vida procesal de un arbitraje ante el CIAD!. Desde asuntos re-
lacionados con la constitución del tribunal hasta procedimientos 

7. Andrés RIGO SUREDA, Precede'" bl bn'es/mem Treo/)' ArbitraliOll, e" Intemationallnvestmcnt Law 
for lhe 21st Ccntury: Essays in HonourofChristoph Sehrcucr 933 (Christina Binder et al., ed., Oxfonl 
University Prcss 20(9); Bllrlitlglotl, n. 6, Decisión sobre responsabilidad, párrafo 221 ('Es co· 
rTttlo que no ninguna regla formal de sIare decisis en elllrbitrnjc internacional relativo D ¡nver. 
siones.'), 

8. BllrlillglOll, n. 6, Decisión sobre responsabilidad, plÍrrafo 221; Rudolf Dolzcr & Chrisloph 
Sehreuer, Principies ni [memaliOllal /lwestmelll Law 33 (Oxford University Prcss 2012) ('[L]os tri . 
bunales si se basan en decisiones previas de otros tribunales, cuando pueden hacerlo, La discusión de 
CIlSOS previos y de las interpretaciones adopUKlas en ellos es una característica regular en pnicticlUllCnte 
todn decisión, '), 

9. Do/:er & Scllreller, SlIpra n. 8, en 9, 33. 
10. Noble, i"lra n. 11, Decisión sobre responsnbilidad, párrafo SO (que indica que '[c)l Tribunal considera 

que no está obligado por decisiones previas. Al mismo tiempo, es de la opinión de que debe eonsidernr 
debidamente decisiones anteriores de tribunales internacionales. Cree que. con sujeción a fundamentos 
convincentes en contrario, debe adoptar soluciones establecidas en una seríe de casos coherentes. '): 
Duke Award, infra n, 65, párrnfo 117 (lo mismo); 1-¿ase tan/biCI, Tmkman. n. 4. 45.626 ('Una 
defensa en arbitrajes de Estados inversionistas ante el CIADI es que la jurisprudencia del CIADI,aun4 
que no sienta precedente, es, no obstante, mlÍs segura y mós estable que un sinnumero de cortes nacio-
nales que aplican leyes locales divergentes a controversias de Estados inversionistas. '). 
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de anulación, estas decisiones ofrecen una introducción a la me-
cánica del arbitraje internacional y las reglas y principios que apli-
can los tribunales. Las decisiones también reflejan, al menos en 
un sentido metafórico, del 'ciclo de vida' del Ecuador en la insti-
tución. El 15 de enero de 1986 el Ecuador se convirtió en Estado 
Contratante del Convenio del CIADI, que entró en vigencia en el 
Ecuador el 14 de febrero de 1986.11 El retiro del Convenio por 
parte del país se dio en dos pasos. En 2007, el Ecuador notificó al 
CIADI que, de conformidad con el Artículo 25.4 del Convenio del 
CIADI,12 ya no consentiría en someter a su jurisdicción 'las dife-
rencias que surjan en materias relativas al tratamiento de una in-
versión, que se deriven de actividades económicas relativas al 
aprovechamiento de recursos naturales como petróleo, gas, mi-
nerales u otros' .13 La decisión del Ecuador de retirarse del CIADI 
fue, por lo tanto, evidentemente motivada por acontecimientos 
políticos, legales y económicos en sus industrias extractivas -un 
sector estratégico-. 14 Posteriormente, en 2008, el Ecuador adoptó 
una nueva constitución (la 'Constitución') que limitó las circuns-
tancias bajo las cuales el Ecuador podría celebrar tratados que 
contemplen el arbitraje internacional. El efecto de esa enmienda 
constitucional fue la creación de una tensión inmediata e irrecon-
ciliable entre la Constitución y los objetivos del Convenio del 
CIAD!. Esto, a su vez, condujo a la emisión de un decreto presi-
dencial en el que se denunció el Convenio del CIAD!. EI6 de julio 
de 2009, el Ecuador notificó al Secretario General del CIADI sobre 

tI , Nohle Ellcrg) )' MacJmlapOIn:r Cia Ltd. \'J", RcpúhJi("(J del Ecuador.\ Consejo Nacional de Elcc,ricj· 
dacl, Caso No. ARBJOS/12 ante el CIADI. Decisión sobre jurisdicción (marzo S. 2008), p:irraro 63. 

12. Convenio sobre Arreglo de Direrencias Relativ.:l.s n Inversiones entre Estados y Nacion.:l.les de otros 
Estados, marzo 18, 1965, S75 U.N.T.S. 159 (en adelante el 'Con..-enio del CIADI ']. Articulo 25.4 ('Los 
Est.:l.dos Controtanles podr.in, al rolificar, aceptar o aprobar eSle Convenio o en cU.:I.lquicr momento ul· 
terior. notificar al Centro la clase o clases de direreneias que aecpt.:l.ritm someter, o no, a su junsdicción. 
El Secrelario Generol transmitir.i inmediatamente dieha notificación a todos los Estados Contratan-
tes.') 

13. Cristoph H. SClIREij¡;R. 77w ICSID CQlm:fII¡cHI: A CmtJnlC'IIIU1)' 344 (Cambridge Universily Prcss 2009). 
14. Las industrias e"tractivas estñn proruodnmcnte intcrrelacionadas con los intereses del estado. entre 

ellos la seguridad energética. la eonser"V.:I.ción ambiental y el desarrollo económico. Vease Dcp.:l.rtamento 
de Estado de los Estados Unidos, Oficina de Asunlos Económicos y Comerciales. '2013 Inveslment 
Climutc Stalemcnt-Ecuador' (rebrero de 2013) tlu1JCmihlc en wwwstate.gov/e!eb:rlslothrllcsf20131 
204634.htm ('El clima global en el Ecuador lBS inversiones sigue siendo incierto puesto que sus 
políticas económicas, comerciales y de inversiones continu:1O e.:l.mbiando. Si bien se h:1O promulgado 
algunas leyes y reglamentos paro incentivar una mayor in..-ersión privada nacional y e"tranjera, lItrcu 
,t'fimmu Iq;alcs ha" n.:tlucido la purtlcipadútl tleI seClC1r IWÚ·utlo enlO.f lIamatlas .fL'C loTCS CSlrtlleJ;lcos. 
particlIlt,mu!",e ell las Iml"slrias extrae'i"'''''·) (énrasis añadido por el aUlor). 
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su denuncia, que entró en vigencia el 7 de enero de 2010.15 Corno 
se analizará más adelante, su salida no fue una sorpresa a la luz 
de acciones similares de países vecinos y fue, de hecho, proféti-
camente sugerida en una decisión jurisdiccional en que el tribunal 
señaló que, con el fin de evitar la naturaleza vinculante del Con-
veruo del CIADI, el Ecuador 'debería, a través del orgarusmo que 
maneja sus relaciones internacionales, liberarse del Converuo'.16 

2.1 Constitución del Tribunal 

De conformidad con el Artículo 14(1) de las Reglas del 
CIADI, los árbitros deben 'gozar de amplia consideración moral, 
tener reconocida competencia en el campo del Derecho, del co-
mercio, de la industria o de las finanzas, e inspirar plena con-
fianza en su imparcialidad de juicio'Y Una de las partes puede 
proponer la recusación de un árbitro 'en razón de cualquier hecho 
que indique la carencia manifiesta de las cualidades exigidas por 
[el apartado 1 del Artículo 14 de las Reglas del CIADI]'.18 Estas 
reglas existen para preservar la integridad, imparcialidad e inde-
pendencia del sistema de arbitraje del CIADI y se puede afirmar 
que tienen sus raíces en principios establecidos de administración 
de justicia, corno el principio de /1emo jl/dex ;/1 callsa sI/a. 

Los árbitros están menos aislados de la sociedad y de la pro-
fesión legal que los jueces tradicionales. Por ejemplo, algunos ár-
bitros actúan corno abogados en procesos similares; otros trabajan 
corno miembros a tiempo completo del personal docente de es-
cuelas de leyes. En consecuencia, puede ser más probable que los 
árbitros participen en discusiones críticas acerca de su profesión 
o de ternas relacionados con su línea de trabajo que un juez estatal 
o federal. Estas actividades enriquecen el conocimiento colectivo 

15. Después de la notificación de denuncia del Ecuador, el CIADI registró un imieo pedido de institución 
de procedimientos arbitrnles en contra del Ecuador. Véase Corporaciól/ Quiport S.A. el al. R(!pliblica 
e/el EI..'lIudor, Caso No. ARB/09/23 ante el CIADI. El caso fue posteriormente descontinuado luego de 
una transacción negociada entre las partes. 

16. Véa.fC ¡u¡ra n. 67. 
17. ConveniodeICIADI,Art.14.1. 
18. Convenio del CIAD!, Art. 57. 
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de la profesión legal y deben ser alentadas. Sin embargo, también 
exponen a los árbitros al riesgo de ser recusados por falta de im-
parcialidad y de independencia, 19 10 que, a su vez, frustra la rapi-
dez de los procesos. 

Los siguientes casos demuestran la importancia de tener en 
cuenta lo que uno dice como árbitro y cómo las palabras abiertas 
a interpretación pueden ser interpretadas en contra del árbitro. 

2.1.1 Se permite a 1111 árbitro dar elltrevistas plíblicas acerca 
de arbitrajes ell curso allte el CIADI, pero este corre el 
riesgo de ser descalificado si dice cualquier cosa que 
tellga la apariellcia de parcialidad 

En el caso Perellco Ecuador Ud. vs. República del Ecuador,20 Pe-
renco Ecuador Ltd. ('Perenco') inició un procedimiento arbitral 
en contra del Ecuador bajo el Tratado Bilateral de Inversión (TBI) 
entre Ecuador y Francia y dos contratos, alegando que la promul-
gación de la Ley 4221 por parte del Ecuador violó sus obligaciones 
bajo los contratos y el tratado.u El Ecuador presentó una petición 
ante la Corte Permanente de Arbitraje (CP A) para descalificar al 
árbitro nombrado por Perenco debido a comentarios que hizo en 
una entrevista acerca del Ecuador y sobre procedimientos pen-
dientes ante el CIADI.23 Aplicando las Directrices de la Asociación 

19. Percnm. in/ra n, 23, Decisión sobre recusación de lirbitro, palTolfo 61 ('Obviamente, si un lirbitro opta 
por diStutir un eDSO pendiente con ID prenso. eOlTe el riesgo de que surja la posibilidad de hocer 
rociones que podriun dar lugM u dudasjustificnblcs respecto de su impan.:ialidud. Pero no existe ningún 
fundamento en Ins Directrices de la Asociación InlerNcion3l de Abogados paro aceptar el argumento 
del Demandado de que la decisión del Juez Brower de dar la entrevista debe, en sí. llevar a su 
lifieación. '). 

20. Caso No. ARB/08/6 ante el CIADI, 
21. El 19 de abril de 2006. el Ecuador promulgó la Ley 42 y su reglamento de aplicación. que dispuso que 

el Ecuador recibiera el 50% de Ins rentas provenientes de ventas de petróleo por encima de ciertos 
cios predeterminados, independientemente de términos contructuoles que dispongan de otra manera. 
Lo Ley fue enmendada en 2007 paro incrementar la participación del Ecuador al 99%. Veasc Decidenta/ 
PctrCllclt1ll Carpo y DecidCII/a/ Exp/oralioll & Productitm Ca, ,',\', República del ECl/Udor, Caso No, 
ARB/06111 ante el CIADI, Laudo. párrafos 246. 476. 

22. /hid. Decisión sobre medidas provisionales, párrafo 17 (moyo 8, 2009), 
23. I't=ase Perellco Ecuador LIJ. ''s. República del Ecuador y Empresa Eoftala/ Petroleas del Ecuador. 

Caso No. IR-2oo91J ante la ePA. Occisión sobre recusación de urbitro (diciembre 8, 2009), párrafo 
11 (que reproduce los comentarios emitidos por el átbilro en In entrevista: 'Existe UJl<l cuestión de 
oceplación y de disposición de continuar participando, corno lo ejemplifica lo que ha hecho Bolivia y 
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Internacional de Abogados sobre los Conflictos de Intereses en el 
Arbitraje Internacional, la CP A señaló que la 'cuestión pertinente' 
en este caso era si los comentarios emitidos en la entrevista cons-
tituían circunstancias que, 'desde el punto de vista de un tercero 
razonable con conocimientos sobre los hechos pertinentes, gene-
ran dudas justificables respecto de la imparcialidad o la indepen-
dencia del árbitro'.2. La CPA aprobó la recusación del Ecuador 
en contra del árbitro 'en razón de que, desde el punto de vista de 
un tercero razonable con conocimientos sobre los hechos perti-
nentes, los comentarios emitidos por [el árbitro] en una entre-
vista... constituyen circunstancias que generan dudas 
justificables respecto de la imparcialidad y la independencia [del 
árbitro]'.25 Por lo tanto, si bien la CPA no determinó que el árbitro 
estaba 'realmente parcializado',26 sostuvo que 'la combinación de 
las palabras escogidas' y 'el contexto en que las USÓ'27 tuvieron el 
efecto global de crear 'la apariencia de parcialidad'.28 Al hacerlo, 
la CP A efectivamente reafirmó el principio antiguamente estable-
cido de que 'no solamente se debe hacer justicia, sino que debe 
resultar evidente e indudable que se ha hecho justicia'.29 

lo que el Ecuador está haciendo. Actualmente, el Ecuador se está rehusando expresamente a cumplir 
con las órdenes de dos tribunales del CIADI con medidas provisionales interinas muy severas, pero 
simplemente dicen que deben hacer cumplir su ley nacional y que las órdenes no hacen diferencia al · 
guna. Pero cuando paises receptores recalcitrnntes descubren que los demandantes van a actuar como 
lo hicieron quienes fueron expropiados cn libia. inician reñidos juicios en materia petrolero y empiezan 
a hacer seguimiento a los C4lrgumentos y a hacer un trabajo dctcctivcsco buscando a gente que invOCilr,l 
las cláusulas de cancelación simultónea en eontrnlosdc préstamo, etc .. la política puede cambiar. Ots· 
pués de un cierto punto, nadie invertini sin tener Blgo en que confiar.') 

24. Pcretlco, supra n. 23. Decisión sobre recus<lei6n de árbitro, párrafo 4. 
25. ¡bid párrafo 63. 
26, ¡bid. párrafo 44. 
27. ¡bid. párrafo 48 ('la combinación de las pal<lbras escogidas por e! Juez Browcr y el contexto en que las 

usó tienen e! efecto global de pintar un cuadro desfavornble del Ecuador de manern que se genernn 
dudas justificables en un tercero razonable e informado acerca de lo. imparcialidad de! Juez Brower. '), 

28. ¡hid. párrafo 44 (i:nfasis en el original). 
29. Véase. p. ej ,R '·,f. SILUt!X JI/.ftices. ex parte McCarthy, {1924}1 KB 256, [19231 Al{ ER Rep. 233. 259. 

segun Lord Hewart eJ. 
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2.1.2 UII árbitro puede ser descalificado cualldo el árbitro 
Ira Iteclro comelltarios 110 pertillelltes acerca de la 
ética del asesor legal que represellta a la parte que 
busca la descalificaciólI 

En el caso Burlingtoll VS. Ecuador,JO mientras el tribunal consi-
deraba su opinión sobre daños, el Ecuador presentó una exitosa 
petición para descalificar a uno de los árbitros. La recusación del 
Ecuador se basó en tres fundamentos. En primer lugar, el Ecuador 
afirmó que el árbitro había sido nombrado por la misma firma de 
abogados en un 'número de casos inaceptablemente alto'.31 En se-
gundo lugar, el Ecuador afirmó que el árbitro no había revelado 
circunstancias que podrían haber generado duda acerca de su im-
parcialidad, como las frecuentes designaciones por parte de la 
misma firma de abogados. Finalmente, el Ecuador reclamó por 
las observaciones del árbitro acerca de la ética del asesor legal del 
Ecuador hechas durante el procedimiento de descalificación. El 
Presidente del Consejo Administrativo del CIADI, que es el ór-
gano encargado de conocer el procedimiento de descalificación 
en este caso, desestimó los dos primeros fundamentos, pero ad-
mitió el tercero, sosteniendo que los comentarios del árbitro 
acerca de la ética del asesor legal 'no cumplían ningún propósito 
en la tramitación de la propuesta de descalificación, ni para ex-
plicar circunstancias pertinentes a las afirmaciones de que el ár-
bitro evidentemente carece de independencia o imparcialidad'.32 
La decisión es un útil recordatorio de que los árbitros deben tener 
en cuenta el alcance de sus comentarios, particularmente en pro-
cedimientos de descalificación. 

2.2 Medidas provisionales 

Las medidas provisionales (también conocidas como medi-
das interinas o preliminares) se refieren a los recursos que un tri-

30. Burlit'glOlI Re.wl/rcC?.s fIJe. \·s. Rcp.iblku del Ec"udor, Caso No. ARB/08/S ante el CIAD!. Decisión 
sobre la propuesta de dcscalificoción del Profesor Fr.mcisco OlTCso VicUM (diciembre 13, 20(3). 

31 . ¡hiJo !"imlfo20. 
32. Ihid. p:irrnfo 79 . 
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bunal arbitral puede otorgar para proteger a una parte antes de 
una resolución definitiva de una diferencia sobre el fondo de la 
causa.33 De conformidad con el Convenio del CIADI, el tribunal 
'puede, si considera que las circunstancias 10 requieren, recomen-
dar cualesquiera medidas provisionales que deban ser tomadas 
para preservar los respectivos derechos de cualquiera de las par-
tes'.)'! Una parte también puede solicitar que el tribunal reco-
miende medidas provisionales para la preservación de sus 
derechos.35 

La solicitud de medidas provisionales y el otorgamiento de 
tales medidas por parte del tribunal presentan temas importantes 
sobre la responsabilidad del estado y la soberanía,36 así como el 
cumplimiento de esas medidas y su efecto vinculante.37 En nu-
merosos arbitrajes ante el CIADI en contra del Ecuador, se ha so-
licitado a los tribunales que emitan medidas provisionales. 

33. Dol=t!r & &hrcuer, .fl/pro n. 8, en 9, 281 ('El propósito de las medidas provisionales es inducir un 
comportamiento de las partes que tienda a una condUC1;ión exitosa de los procedimientos.'); Occiúental 
Petrolcum Curp. y Decide"lal Exploraliotl « Prodm:l;utl CU. \'S. República del Ecuador, Caso No. 
ARB/06/11 ante el CIADI, Decisión sobre medidas provisionales (agosto 17,2007), párrufo 60 ('El 
Tribunaltambicn pone énfasis en que el propósito de las medidas provisionales es garantizar la pro-
tección de derechos cuya existencia podria verse en riesgo en ausencia de tales medidas. '); w?ase. el! 
gelleral, Julia Peck y Lucas Bento,llIIcrim Mea.mrcJ: A.rbitral Tribuna/s cmd Courl.f. el! Intemational 
Arbitrntion in the United Slalcs (M. Lasswell, T. Chcng editores., próxima publicación, Kluwer ru· 
blishers 2013). 

34. Convenio del CIADI, Art. 47. 
35. El Reglamento para Procedimientos de Arbitraje del CIADI (en adelante las 'Reglas de Arbitraje'], 

regla 39.1 ('En cualquier momento después del inicio del procedimiento, una parte puede solicitar que 
el Tribunal recomiende medidas provisionales para la preservación de sus derechos. La solicitud es-
pecificará los derechos que han de ser preservados. las medidas cuya recomenclación se solicita y las 
circunstancias que hacen necesarias tales medid.ls'). 

36. Véase, p. ej., SGS SociéIé Générale de SlIn·eillaneeS.A. I·S. RL'púhliea Islúmica de Pakislú", Caso No. 
ARB/OI/I3 ante el CIADI, Orden procesal No. 2 (octubre 16,2002) 393 (que indica que '[e]1 derecho 
a buscar el acceso Il un pronunciamiento internacional debe ser respetado y no puede verse restringido 
por una orden de una cone nacional. Tampoco puede un Estado invocar sus Icyes internas en defensa 
de un acto que sea incompatible con sus obligaciones internacionales. De lo contrario, un Estado Con. 
tnUante podria impedir el acceso alllrbilraje Ilnte el CIAOl mediante lo oplicación de sus propias 
leyes. ') (citado en Dolzer & Schreucr, supra n. 8, en 9, 282); Burlillgtoll Re.w"ry:¡:s lile. I'S. ReplÍblicu 
del Ecuadur, Caso No. ARB/08/5 ante el CIADI, Decisión sobrc medidas provisionales (junio 29, 
2009), párrafo 66 ('Por lo tanto, al ratificar el Convenio del CIADI, el Ecuador ha aceptado que un tri-
bunal del CIADl puede ordenar medidas de manera provisional, incluso en una situación que podrian 
conllevar cierta interferencia con la aUloridnd soberana y los deberes de aplicación de las leyes ' ). 

37. Dob:r« Schrcucr, supra n. 8, en 9, 283 ('la redacción y elaboración del Convenio del CIADI suge-
riría que una dct:isión respecto de medidas provisionales de confonnidad con el Articulo 47 no es vin-
culante, sino simplemente unn recomendación. No obstante, los lribunales han llegado a la conclusión 
de que las decisiones sobre medidas provisionales son vinculantes para las partes. '). 
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2.2.1 Un Tribuual está facultado para ordenar medidas 
provisionales, pero rínicamente en situaciones de 
necesidad y urgencia 

En el caso Oxy vs. ECl/ador, el tribunal aclaró que 'no ordenará 
medidas [provisionales 1 a menos que exista, prima Jacíe, una base 
sobre la cual se podría establecer la jurisdicción del Tribunal.38 

Esa jurisdicción está prevista en el Artículo 47 del Convenio del 
CIADI y en el Artículo 39 de las Reglas de Arbitraje. No obstante, 
esas Reglas disponen que un tribunal puede 'recomendar' medi-
das provisionales. Sobre la base de las reglas, no está, por lo 
tanto, claro si los tribunales del CIAD! pueden en realidad orde-
nar medidas provisionales.39 En el caso Oxy vs. Ecuador, el tribunal 
aclaró este punto: 

El Tribullal desea aclarar, para evitar toda duda, que, si biell el Ar-
tículo 47 del COllvellio del CIAD! utiliza la palabra "recomelldar", 
el Tribullal estti, ell realidad, facultado para ordellar medidas provi-
siollales. Esto IIa sido recollocido por Ilumerosos tribullales illterna-

Sin embargo, el tribunal además indicó que 'se deben otorgar 
medidas provisionales únicamente en situaciones de necesidad y 
urgencia con el fin de proteger derechos que, en ausencia de tales 
medidas, podrían perderse definitivamente'Y Para que una me-
dida sea necesaria y urgente, las acciones de una de las partes 
deben ser capaces de 'causar o amenazar con causar un perjuicio 
irreparable a los derechos En otras palabras, un tri-
bunal otorgará medidas provisionales únicamente si existe tanto 
un derecho que ha de ser preservado -que solamente tiene que 
ser afirmado como un derecho teóricamente como cir-

38. Occidental •. wpm n. 33. DeCisión sobre medidas provisionales, párrafo 55. 
39. Dof=er & Sc/m:lwr. SlIpra n. 8, en 9. 283. 
40. Occidental, sl/pra n. 33. Decisión sobre medidas provisionales, párrafo 58 (énfasis en el original), 

I'case ¡tJl1lbícn 1hkios ]()ke/és ,'S. Ukralflc. Caso No. ARB/02/J R ante el CIADI. Orden Procesal No. 1 
(julio 1,2003) parrnfo 4 ('Recuerdese que, eonfonne n un principio sólidamente establecido en Inju-
rispl'lldencia de los tribunales del CIAOI. Jas medidas provisionales 'reeomendadilS' por un tribunal 
del CIADJ son legalmcnle obligaloriilS; son, en efcelo, 'orcknadas' por e/tribunal. y las p;lrtcs tienen 
la Obligación legnl de cumplirlns. '). 

41. Occidelllal. supra n, 33. Occisión sobre medidas provisionnlcs. panuro 59. 
42. Ihid. panufos 59. 64. 
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cunstancias de necesidad y urgencia, para evitar daños irrepara-
bles.4-l 

2.2.2 Se puede ordenar a 'I/Ia parte que mantenga el status quo y 
que se abstenga de Iracer cualquier cosa que podría agravar 
la diferencia, como el inicio de procedilllientos para el elll-
bargo de activos, pero no el agravallliento lIIonetario 

En el caso Burlington Resources vs. Ecuador, Burlington solicitó 
medidas provisionales para terminar el procedimiento de coac-
tiva del Ecuador que autorizó el embargo por parte del Ecuador 
de la producción de petróleo en cuestión. Reconociendo que '[l]a 
existencia del derecho a la preservación del status quo y el no agra-
vamiento de la diferencia es un principio sólidamente estable-
cido';5 el tribunal señaló que '[s]i continuasen los embargos, 
[sería posible] que el conflicto escale y que haya el riesgo de que 
la relación entre el inversionista extranjero y el Ecuador llegue a 
su fin'.46 En consecuencia, el tribunal ordenó al Ecuador descon-
tinuar el procedimiento de coactiva en contra de Burlington y 
'cualquier conducta que pueda llevar al agravamiento de la dife-
rencia hasta el laudo' .47 También ordenó a Burlington abstenerse 
de 'cumplir con su amenaza de abandonar el proyecto' .48 

En el caso Repsol vs. Ecuador, de manera similar el tribunal 
ordenó una medida interina en que prohibía al Ecuador 'llevar a 
cabo cualquier acción unilateral en contra de los bienes del Actor 
o con relación a ellos que pueda paralizar o causar perjuicios se-
rios a las actividades del Actor.49 En cambio, en el caso Oxy vs. 
43. Pero obsérvese ibid. párrofo 89 ('las medidas provisionales no eston concebidas paro proteger en 

contro de cualquier perjuicio potencial o hipotético que pueda derivarse de acciones inciertas. Más 
bien, están concebidas pam proteger a la parte solicitante de un perjuicio inminente. '). 

44. ¡bid. párrafo 61. 
45. Burlitlg'oll, supra n. 36, Occisión sobre medidas provisionales, pámfo 62 (que, adcmils, indica que 

'los tmbajos prcpamtorios del Convenio del CIADI se rcfl!rían a la necesidad de "preservar el statll.f 
quo entre las partes mientms esté pendiente [IaJ decisión final sobre el fondo de la causa'" y el comen· 
tario a la edición de 1968 de las Reglas de Arbitmje del CIADI explicó que el Articulo 47 del Convenio 
'sc basa en el principiu de que, unll vez que un dCS<lcucrdo es sometido a arbitruje, las partes no deben 
hacer gestiones que puedan agmvar o extender su controversia o perjudicar la ejecución del laudo'). 

46. Bllrlillgtoll. supra n. 36, Occisión sobre medidas provisionales. pámfo 65. 
47. Ihid. Orden. párrafo 8. 
48. ¡hid. 
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Ecuador, el tribunal denegó la petición de Occidental de medidas 
provisionales, pero señaló que los tribunales internacionales con 
frecuencia han otorgado medidas provisionales 'con el fin de evi-
tar que se agrave una diferencia.50 Sin embargo, recalcó que la ac-
ción que es objeto de la demanda debe tornar a la diferencia 
'difícil de resolver'51 per se y sostuvo que el agravamiento de los 
daños monetarios resultantes de la diferencia no constituye agra-
vamiento de la diferencia. Esta es una distinción crítica: el agra-
vamiento financiero no es un factor decisivo. Más bien, los 
tribunales se concentran en si es probable que la acción objeto de 
la demanda frustre o perjudique la relacióll entre las partes. Aun-
que el riesgo de pérdida monetaria puede alterar el status quo, 
es evidente que no es el único factor pertinente. Los tribunales 
parecen saber que, a pesar de la diferencia, la necesidad de man-
tener el status quo es importante no solamente para limitar los 
daños en la diferencia en cuestión, sino también para incrementar 
la probabilidad de arreglo entre las partes. 

49. Rep.ml YPF Ecuador. S.A. l'S. Empre,m Esta",' Pe/rúlcn.f del Ecuador (Petroccuador), Caso No. 
ARBIOI / ID Jlnle el CIADI. Orden Procesal No. 1, párrafo 53. ('Con fundamento en lo expueslo en Jos 
rámfos anleriores. el TribunJlI de Arbilr.:lje dicta la presente Resolución Proccsnl: A p.3rtir de hoy y 
hasta el 12 de marzo del 20 I O, ni la Republica del Ecuador ni la Empresa Estatal Petróleos del Ecuador 
(Pctroecuador), ni ninguna otra entidad pública de la Republica del Ecuador, por si o por medio de sus 
funcionarios o emple.3dos. tomará nin!:,'1Jna acción conlra o en relación con las Demandantes tendiente 
a embargar o a ejecutar sus bienes o qU( pueda tener el eCI.'C(o de paralizar o perjudicar scver.lmcnte 
las actividades de las Demandantes, sin darles aviso escrito de sus intenciones, a las Demandantes y a 
este Tribunal de Arbitr.:lje, con no menos de seis días hábiles de anlicip.3ción. ') (Iraducción del uutor). 

SO, Ot'cidell1al, ,fllpra n. 33, Decisión sobre medidas provisionales, párrafo 96 (qlle cita el casa l'ietor Pe) 
Casada J' Fllfldació,. AJhmdc l'.f. Rcp,ihfiea de Chile. Coso No. ARBI9812 nnte el ClAOf. 
Decisión sobre medidas provisionales, párrafo 67 ('11 s'agit du principe général, frequemmcnt affinné 
dans lajurisprudence intemationale,judiciaire ou arbitrale, selon lequel 'toutc p:u1ie en lilige a l'obJi-
galion de s'abstcnir de tout ncle ou omission susceptibles d'aggraver le litice ou de rendre ¡'exccution 
de la scntencc i& intervenir plus difficile') ('h relates to lhe gencr.:ll principie, frcqucntly affirmcd in in· 
temational ease-Iaw, whclher judicial or arbitmlion procccdings are in question. according to which 
"cDeh party lo a case is obliged to ubstain from cvery ael or omission likely to aggr.lVDtc the CDse or to 
rendcr Ihe eXCi:ulion oCthc judgmcnt more difficull'" .)(La Irnducción aparece en Oec:idcflwJ, ,fllpra n. 
33, Decisión sobre medidas provisionales, flamfo 96) ('Se trata del principio gcncr.:ll, Crecuentemente 
afinnado en la jurisprudencia inlernacional. sea judicial o arbitral, segun el cual "cadD parte de un 
litigio está obligada a abstenerse de lodo acto u omisión que podría agravar el litigio o hacer la ejecución 
de la sentencia mlÍS dificil"'). 

S l. Oeciden/al •. t/fpra n. 33, Decisión sobre medidas provisionales, parra(os 98-99. 
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2.2.3 El dereclro al cumplimiellto específico es 1111 dereclro COII-
diciollal, pero 110 está dispollible cualldo 1111 cOlltrato de 
cOllcesiólI para recursos lIaturales Ira sido tenllillado por 
1111 estado soberallo 

En el Derecho International de Inversión, el recurso que 
busca obtener la parte afectada es casi siempre la compensación 
monetaria. No es frecuente que se ordene el cumplimiento espe-
cífico,52 se puede decir que debido a las circunstancias en que 
surge la mayoría de las controversias.53 La mecánica de ordenar 
el cumplimiento específico por parte de un estado es inherente-
mente compleja y plantea temas más intensos relativos a la sobe-
ranía debido a las consecuencias de exigir a un estado soberano 
que actúe -o que se abstenga de actuar- de cierta manera.54 No 
obstante, los tribunales han afirmado su facultad de ordenar el 
cumplimiento específico en diferencias entre estados e inversio-
nistas,55 a pesar de la tensión inherente entre la protección del de-
recho del inversionista extranjero y el derecho del estado receptor 
a reclamar el control sobre sus recursos naturales. 

Dos decisiones del CIADI relativas al Ecuador ayudan a ilus-
trar las circunstancias en que un tribunal reconocerá y ejercerá 
esa facultad. En el caso Burli/lgto/l VS. Ecuador, los actores busca-
ban el cumplimiento específico de los correspondientes contratos 
de participación. El tribunal señaló que, de conformidad con el 
derecho internacional, el Artículo 35 de los Artículos sobre Res-
ponsabilidad de los Estados de la Comisión de Derecho Interna-
cional dispone el 'cumplimiento específico, a menos que sea 
sustancialmente imposible o totalmente desproporcionado'. El 
tribunal reconoció que 'el derecho al cumplimiento específico no 
está disponible bajo el derecho internacional cuando un contrato 
52. Chrístoph SCIIIU:\:Ua:. NOII .Pt'Clmiary Rcmcdit.-s mlCSID ArhilratüJII, 20Arbltr::ation Intemational325 

(2004). 
53. Dof=er & Sc¡'n:llt'r • .'i/lpra n. 8, en 9. 294. 
54. Véase, p. t'j.. Lih)'o Americall Oil Co. (L1AMCO) Lih¡'all Arab Repllhlic. 20 l.L.M. 1 (1981), pámfo 

63 ('[E]s imposible obligar a un Estado a hacer una restitución, lo que constituiría. de hecho. una in-
terferencia intolerable en la soberanía interna de los Estados.'). 

ss. Véase. p. ej . El/mil \ '$ Argelllina. ¡,ifra n. 82, en 79 (' Un anidisis de los poderes de las cortes y tribu-
nales internacionales para ordenar mcdidas relatl "as al cumplimiento o ti un mandato y dc la llmplia 
pr.ktica dh-poniblc a estc respecto no deja ti cstc Tribunal duda alguna occrtn del hc:t:ho de que esos 
poderes están. de ht.'(:ho, disponibles. ' ). 
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de concesión para recursos naturales ha sido terminado o cance/ado 
por un Estado soberano' .56 El tribunal sostuvo que, cuando no ha 
ocurrido la cancelación o terminación, el derecho al cumplimiento 
específico está disponible si: (a) la demanda se basa en un con-
trato entre las partes y no en un tratado; (b) los contratos de con-
cesión están aún siendo ejecutados; y (c) existe legislación del 
estado receptor que contempla el derecho al cumplimiento espe-
cífico y el contrato contiene una cláusula de estabilización tribu-
taria.57 

En el caso Occidental vs. Ecuador, los actores buscaban la res-
titución de sus derechos adquiridos bajo los contratos de partici-
pación (CP) y el mandato judicial respecto de la concesión del 
Ecuador con terceros para el bloque de exploración en cuestión.58 

El tribunal sostuvo que '[e]1 cumplimiento específico es, eviden-
temente, un derecho condicional, puesto que está precisamente 
condicionado a la posibilidad de cumplimiento y, en consecuen-
cia, se ve impedido por su imposibilidad'.59 El tribunal luego con-
sideró si el cumplimiento específico en ese caso era posible y 
proporcionado. Respecto de la imposibilidad, el tribunal señaló 
que es un principio sólidamente establecido del derecho interna-
cional que 'cuando un Estado, en el ejercicio de su autoridad so-
berana, ha terminado un contrato o una licencia, o cualquier otro 
derecho de un inversionista extranjero, el cumplimiento especí-
fico debe ser considerado legalmente imposible'.60 El tribunal se-
ñaló, además, que: 

Imponer a 1111 Estado soberallo la restitución de IIn inversionista ex-
tranjero a Sil concesión, despllés de la nacionalización o terminación 
de l/na licencia o co,¡trato de co,¡cesió,¡ por parte del Estado, consti-
tI/iría l/na reparación desproporciollada a Sil interferencia con/a so-
beranía del Estado si se la compara con lI1la compellsacióll 
mOlletaria.6¡ 

56. Bllrlingloll, sI/pro n. 36, Occisión sobre medidas provisionales, pámfo 70 (énfasis añadido por el 
autor), 

57. [hid. 
58. Occidental, .U/pra n. 33. Decisión sobre medidas provisionales, pamfo. 68. 
59. lhitl. párrafo 75. 
60, Ibid. párrnfo 79 {que distingue el cma Te:ractJ (h·"rSCu'f Pe/rr,!ellm Co. y Califimlia Asia/ie Oi! Ca. ".1'. 

República .. ¡mm: Libia. 17 1.1.M. 1 (1978)). 
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En esas circunstancias, 'el recurso adecuado' no es el cumpli-
miento específico sino la 'compensación', puesto que esta última 
'logra el balance requerido entre la necesidad de proteger los de-
rechos del inversionista extranjero y el derecho del Estado recep-
tor a reclamar el control de sus recursos naturales'.62 En 
consecuencia, el tribunal rechazó el pedido de los actores. 

2.3 Jurisdicción 

Las decisiones del CIADI relativas al Ecuador han abordado 
varios temas jurisdiccionales que enriquecen la jurisprudencia del 
CIADI, incluyendo la importancia del arreglo amistoso, la situa-
ción de los accionistas indirectos del inversionista extranjero y la 
retroactividad de los TBI. 

El Artículo 25(1) del Convenio del CIADI dispone que un tri-
bunal del CIADI tiene jurisdicción sobre cualquier' diferencia de 
naturaleza jurídica que surja directamente de una inversión' entre 
un Estado Contratante y un nacional de otro Estado Contratante. 
Además de este requisito, las partes deben consentir a la jurisdic-
ción del tribunal 'por escrito',63 consentimiento que puede ser 
otorgado directamente en un acuerdo directo entre las partes, en 
una disposición de la legislación nacional del estado receptor, o 
a través de un tratado entre el estado receptor y el estado de na-
cionalidad del inversionista.64 En el caso Duke vs. Ecuador, el tri-
bunal aclaró que un tribunal del CIADI puede llevar a cabo 
procedimientos basándose en un fundamento acumulativo res-
pecto de la jurisdicción, señalando que '[s]i se puede verificar el 
consentimiento ... nada parece impedir el basarse acumulativa-
mente en los diversos instrumentos para los cuales se exprese el 
consentimiento' .65 También es posible hacer valer las bases juris-
diccionales de manera secuencial en diferentes etapas de los pro-
cedimien tos. 66 

61 . Ihid. párroro 84. 
62. Occidelllal, supra n. 33, Decisión sobre medidas provisiono.lcs, párroro 85. 
63. Convenio del CIADI. Art. 25( 1). 
64. D OLZER & SCIIREUEk, supra n. 8, en 9, 254. 
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Una parte que busca desconocer ese consentimiento y la con-
secuente jurisdicción del CIADI enfrenta una difícil tarea. De 
hecho, en el caso IBM vs. Ecuador, el actor, la compañía matriz de 
una subsidiaria ecuatoriana, inició un procedimiento arbitral en 
contra del Ecuador sobre la base del TBI entre los Estados Unidos 
y el Ecuador. El Ecuador impugnó la jurisdicción del tribunal ale-
gando que no existía acuerdo alguno para tratar a las subsidiarias 
locales como nacionales de estados extranjeros como exige el Ar-
tículo 25(2)(b) del Convenio del CIAD!. Es importante observar 
que el contrato entre la subsidiaria y el estado ecuatoriano conte-
nía una cláusula de jurisdicción exclusiva a favor de las cortes 
ecuatorianas. Sin embargo, en un pasaje que, en retrospectiva, re-
sulta profético, el tribunal del CIAD! sostuvo que esa cláusula no 
operaba para desconocer la jurisdicción del CIADI, que provenía 
directamente del TBI entre los Estados Unidos y el Ecuador:67 

Al ratificar tanto el Convenio [del CIAD/} en 1986 como el TBI 
[entre los Estados Unidos y el Ecuador] en 1997, el Ecuador reco-
noció que ninglll10 de esos dos instrumentos alteraba su Cl/erpo de 
leyes jurídico constitucional. En el momento en que llIl Estado de-
posita los documentos de ratificación de convenios internacionales, 
declara solemnemente que se lllln cumplido todos los requisitos para 
su plena vigencia y, por lo tanto, a menos que el tratado sea dellllll-
ciado, no puede liberarse de las obligaciones derivadas de este. El! 
conseCllencia, no es admisible que el Estado ecuatoriano pretenda en 

65. Duke Energ)' Eleltnqllil Parlncrs)' Elec:trr.HJlIil S.A. "s Repuhhca del Ecuador, Caso No. ARB/04/19 
ante el CIADI. Laudo (agosto 18,2008). párrafo 156 ('El Tribunal no encuentro nada en el Convenio 
del CIADI que le impedíria llevar a cabo procedimientos basándose en un fundamento acumulativo 
paro la jurisdIcción. Lo que importa es el "consenlimiento de las partes", El consentimiento de las 
partes 01 orbitroje ante el CIADI puede lomar lo forma de una clBusula arbitrol, o de un ofrecimiento 
generol por parte de un Estado en un TBI. o en su legislación O<1cional seguido de la aceptación de ese 
ofrecimiento por parte del inversionistlJ. El umco reqUIsito es que ese consentimiento esté expresado 
por escrito. '). 

66. Dflke Award.,mpra n. 65. párrnfo ISS ('El Tribunal considera que el hecho de que los Actores no hayan 
invocado el TBI como fundamento JU'" dctrnninar la jurisdicción hasta su escrilo de réplica sobre ju-
risdicción no debe impcdirk:s basarse en él y concuerda con los Actores que sostener 10 controrio seria 
excesivamente fonnalista. De hecho, desde enlonces los Actores han invocado el TBI como un funda-
mento alternalivo paro detenninar la jurisdicción en respuesta a las objeCIOnes del Demandado. No se 
puede considerar que los Actores hayan renunciado a ese funrlumcnto para detenninar la jurisdicción 
por el hecho de no mcnciomrlo en su Pedido de ArbitlOlje, puesto que no habria habido base JUta ex-
poner ese argumento en ese punto, 'J. 

67 , Es importante señalar que el TBI entre los Estados Unidos y el Ecuador no contiene una disposición 
que ex.ija D las partes ogotar los recursos locales antes de recurrir a lo solución inlemacional de dife-
rencias. 
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este punto, diecisiete mios después de depositar el instrumento de 
ratificación del Convenio y seis mios después de hacer lo mismo con 
el TBI, retirarse de una jurisdicción que el Estado eCltatoriano se 
comprometió a aceptar, ante la comunidad internacional, precisa-
mente para promover las inversiones en el ECltador y darles un 
marco de estabilidad jurídica. Para actuar de esta manera, el ECltador 
debería, a través del organismo que maneja sus relaciones interna-
cionales, liberarse del Convenio o del TBI. Mientras esos tratados 
internacionales se enCIten tren alÍn vigentes, el Estado ecuatoriano 
tiene la obligación internacional de respetarlos, bajo prevención de 
la responsabilidad internacional que surge de su violación. El hecho 
de que un Estado no reconozca las normas que 1m aceptado volll1lta-
riamente en convenios internacionales es una violación del orden ju-
rídico internacional, violación que en el presente caso se evidencia 
en la afirmación de que el objeto del arbitraje (una violación del TBl) 
no es susceptible de tran5aCcióII.68 

De manera similar, en el caso Occidental VS. ECllador el tribunal 
señaló que cualquier exclusión de la jurisdicción del CIADI exige 
una clara redacción en ese sentido; 'el silencio respecto del asunto 
no es suficiente'.69 

2.3.1 Clllllplillliento de los reqllisitos previos para el arbitraje 
intenlacíonal: Negociar prilllero y dar notificación de la 
diferencia 

La mayoría de los TBI contienen una condición de que las 
partes deben intentar un arreglo amistoso de la diferencia antes 
de iniciar un arbitraje intemacional.70 Este procedimiento también 
68. IBM IJhrld Trade Carpo \·S. República del Ecuador, Caso No. ARB/02/10 ante el CIADI, Decisión 

sobre jurisdicción y competencia (diciembre 22, 2003), plirrnfo 71 (énfasis añadido por el autor). 
69. Occidemal PetmlellnJ Carpo J' Occidel/tal E:cploraticJIJ &: Pmdllclimr Ca. República del Enlador, 

Caso No. ARB/06lllante el CIADI. Decisión sobre jurisdicción (septiembre 9, 2(08). porra fa 71 
('Sobre m base tlc principios elementales de interpretación de COnlrotos, cUlllquicr excepción 11 ID dis. 
ponibilidad de un arbitraje ante el CIAOI paro la solución de diferencias que surjan bajo el Controto 
de Participación, en este caso dispUlus relacionadas con la caducidad, requiere de una disposición claro 
en ese sentido. ') (que cita el caso Ag"os dd Trmar; \'S. República de Bolil·;a. Caso No. ARB/02/3 ante 
el CIADI, Decisión sobre objeciones del demandado a la jurisdicción (octubre 21, 200S), párrafo 122 
('El Tribunal no interpretará una cláusula ambigua como una renuncia impUcita a la jurisdicción del 
CIAD1; cI silencio rcspcCIO de la cuestión no es suficiente.'). 

70. Vcuse, p. ej., el TBI enlre los Estados Unidos y cI Ecuador. Art. VJ.2 ('Cuando surja una diferencia en 
materia de inversión, las partes en la diferencia procurarán primero resolverla mediante consultas y 
negociaciones. '). 
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se conoce como el 'período de enfriamiento'71 y usualmente con-
siste en un período de seis meses.72 Este período empieza a correr 
una vez que hay evidencia de que existe una reclamación bajo un 
TBI y que la otra parte tiene conocimiento de esa diferencia.73 Sin 
embargo, como señalan DOLZER y SCHREUER, '[IJa reacción de los 
tribunales ante estas disposiciones ... no ha sido uniforme'.74 Las 
decisiones del ClADI relativas al Ecuador ilustran la importancia 
de cumplir con los requisitos previos acordados antes de iniciar 
procedimientos de arbitraje internacional. 

En el caso Murplzy vs. Ecuador, los actores alegaron que una 
notificación de la diferencia enviada al gobierno ecuatoriano por 
alguien que no era una parte, era suficiente para informar al Ecua-
dor sobre la diferencia de los actores puesto que esa persona que 
no era parte fue el operador del consorcio en que los actores te-
nían participaciones. El tribunal sostuvo que una parte debe in-
tentar por sí misma un arreglo amistoso y que hacerlo a través de 
un representante no satisfaría el 'requisito obligatorio [de enfria-
miento]'.75 El tribunal señaló que 'es un requisito fundamental 
que el Actor debe cumplir obligatoriamente, antes de presentar 
un pedido de arbitraje bajo las reglas del CIADI',76 El tribunal 
también rechazó el argumento de los actores de que habría sido 
fútil el intentar negociaciones con el Ecuador. En consecuencia, 
el tribunal sostuvo que carecía de competencia para conocer el 
caso.77 

71. Af/lrphy Explora'irm & Prodllct;oll Ca. 1", " I'S, Repúhlica del ECllador. Caso No. ARB/08/4 ante el 
CJADI. Laudo sobrejurisdieción (diciembre 15.2010), pármro 97. 

72. I',;a.,-e. p, cj .. TBI entre los Estados Unidos y el Ecuador, An, Vl(3)(a), 
73. l',ía.1"e Afllrphy,.wpm n, 71, Laudo sobre jurisdicción, pámfos 107-108; BurlillgUIII Re.1"OIIrce.t lllc. ".t, 

República del ECllador, Caso No, ARB/08/5 ante el CIADI, Occisión sobre jurisdicción Gunio 2, 20 I O). 
párrafo 335 ('Dicho de otro manera, mientras no se alegue una violación del Tratado, no habril surgido 
ninGuna diferencia que dé acceso al arbitraje bajo el Articulo VI. Este requisilo tiene sentido puesto 
que da DI csl3do la oportunidad de remediar una posible violación del Tratado y, con ello, de evitar un 
procedimiento arbilrnl bajo el TBI, que no serlo. posible sin el conocimiento de una alegación de vio-
lación del Trotado. '). 

74 . Dul::er & Schrelll:r, supra n, 8. en 9, 269. 
75. Aftlrplly, supra n, 71, laudo sobre jurisdicción, párrafo 13 l. 
76. ¡bid. párrafo 149 (énfasis añadido por el autor); ibid. párrafo 151 ('No es un requisito procesal incon-

secuente, sino más bien un componcnte clave del marco legal establecido en el TBI yen muchos otros 
IroUados similares, que licne como objclo que las par1es inl ... nlen solucionar amislosamcnte las dife-
rencias que surjan de la inversión hecha por una persona natural o compañia de la Parte Controtante 
en ... Itcnitorio de otro Estado. '), 

77. Mllrph)',,'illpra n. 71. laudo sobre jurisdicción. párrafo 157. 
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De manera similar, en el caso Burlington vs. Ecuador, el tribu-
nal destacó la importancia de informar claramente a la otra parte 
sobre una diferencia, de modo que se cumpla adecuadamente el 
requisito del 'período de enfriamiento'. El tribunal sostuvo que 
carecía de jurisdicción para conocer la demanda del actor bajo un 
tratado respecto de uno de los bloques de exploración porque el 
lenguaje utilizado por el abogado del actor en una carta al go-
bierno ecuatoriano era demasiado diplomático. Si bien la diplo-
macia podría ser adecuada en el ámbito político internacional, es 
evidente que las comunicaciones legales, siendo francas, deben 
afirmar de manera explícita los derechos, obligaciones o reclamos 
en cuestión. El tribunal reconoció que 'puede ser difícil encontrar 
un equilibrio adecuado entre ser diplomático y ser asertivo, pero 
señaló que manifestar un desacuerdo que da indicios de una di-
ferencia es esencial para que se dé inicio al requisito del 'período 
de enfriamiento'. El tribunal sostuvo que el lenguaje utilizado en 
otra correspondencia del abogado con el demandado fue sufi-
ciente para dar lugar a una 'diferencia', según el significado de 
este término en el TBI, puesto que incluía palabras como 'insistir' 
y recalcaba que el Ecuador tiene 'la obligación ... de garantizar 
la seguridad de las operaciones'.78 No es necesario que una parte 
envíe una notificación formal, pero es necesario que presente 
'algún tipo de evidencia de que se ha alegado una violación al 
Tratado', que puede ser un acta de una sesión que contenga dicha 
evidencia o cualquier otro acto cuyo objeto haya sido 'informar 
al Estado receptor que enfrenta alegaciones de violación al Tra-
tado que podrían eventualmente comprometer la responsabilidad 
internacional del Estado receptor ante un tribunal internacional'.79 

Sin embargo, en el caso Occidental vs. Ecuador, el tribunal 
tomó en consideración el argumento del actor sobre la futilidad 
y reconoció que 'varios tribunales han confirmado que, cuando 
las negociaciones están destinadas a resultar fútiles, no es nece-
sario que el período de espera haya transcurrido en su totali-
dad'.so Al aceptar la jurisdicción para conocer el caso, el tribunal 
78. Burlingtoll, .ntpra n. 73, Decisión sobre jurisdicción, párrofos 319-322. 
79. Ihid. párrufo 338 (que lambién indica que 'le]n olras palabrns, requiere que el inversionis1a infome al 

Esw.do receptor sobre las posibles consccuencillS que ocurririan si fracnsa el proceso de negociación.'). 
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no trató de hacer una distinción o explicar su actuación distinta a 
la de los casos de Murphy y Burlington. En tal virtud, es difícil re-
conciliar esas decisiones con el caso Occidental. Aun así, como mí-
nimo, es evidente que si el actor mantiene comunicaciones con el 
estado receptor, esas comunicaciones deben ser asertivas para 
que se dé inicio al 'período de enfriamiento' conforme al TBl. Si, 
no obstante, el actor considera que tales comunicaciones resulta-
rían fútiles, puede proceder con una demanda antes de que expire 
el período de 'enfriamiento', lo cual, aunque implica cierto riesgo, 
podría ser necesario a la luz de las circunstancias del proyecto en 
cuestión. 

2.3.2 Ratiol/e Persol/ae: UI/ acciol/ista il/directo tiel/e 
la cOl/diciól/ de il/versiol/ista 

Los TBI otorgan protecciones a un 'inversionista' con relación 
a su 'inversión'. El Convenio del CIADI no define el término 'in-
versión', a pesar de ser una 'piedra angular de la jurisdicción del 
CIADI'.81 Las decisiones del CIADI relativas al Ecuador han in-
terpretado esos términos de manera liberal, favoreciendo una de-
terminación de jurisdicción a pesar de la relación indirecta entre 
el actor y el inversionista de hecho en el estado receptor. 

En el caso Noble vs. Ecuador, el tribunal tuvo que considerar 
si Noble Energy, accionista indirecto de Machala Power (el inver-
sionista afectado), tenía esa condición para los propósitos del TBl. 
En particular, el tribunal tuvo que decidir si tener derechos de 
propiedad indirectos sobre el inversionista es suficiente para pro-
pósitos jurisdiccionales. Reconociendo que es necesario que exista 
un 'punto de corte más allá del cual las demandas no serían per-
misibles',82 el tribunal adoptó la posición tomada en decisiones 
previas del CIADI, que establecía que 'un accionista, incluso un 

80. Occidental, supra n. 69, Occisión sobre jurisdicción, párrafo 94, n. IO. 
MI. DlJl: cr & Scl!n!uer • . fllpra n. 8. en 498. 248; pero obsérvese que el An. 25(2)(b) del Convenio del 

CIAD! dispone que unn subsidiarill local puede ser considerada como Inversionista extranjero debido 
11 que es controlada desde el exterior. 

82. Noble, .wl,ra n. 11. Decisión sobre jurisdicción. pamro 72 (que cita el caso EmvII RcpriMica 
gcmina. Caso No. ARBIOI J ante el ClADI. Decisión sobre jurisdtcculn (enero 14.2004), parrafo 52). 
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accionista indirecto, puede presentar una demanda bajo un TBI'.83 
Sin embargo, ¿cuán indirecto puede ser un accionista para seguir 
siendo considerado como inversionista bajo el TBI? Como lo se-
ñaló el tribunal, '¿cuántos niveles o compañías puede haber entre 
los accionistas directos y el inversionista indirecto?'" Recono-
ciendo que 'puede haber un punto de corte en algún lugar', el tri-
bunal se rehusó a dar una definición, pero sostuvo que no se 
había llegado a ese punto de corte con dos niveles societarios in-
termedios. En consecuencia, Noble Energy tenía la condición re-
querida para presentar demandas bajo el TBJ.B5 

De manera similar, en el caso IBM V5. Ecuador, la compañía 
matriz estadounidense de una entidad ecuatoriana inició un pro-
cedimiento arbitral bajo el TBI entre los Estados Unidos y el Ecua-
dor. El tribunal tuvo que considerar si IBM había hecho una 
'inversión' en el Ecuador a través de su subsidiaria local para los 
propósitos del TBI. El tribunal concluyó que la diferencia estaba 
relacionada con una 'inversión' porque: (a) la compañía matriz 
hizo una inversión directa del 100% del capital de la subsidiaria 
local; (b) los contratos celebrados por la subsidiaria local consti-
tuían una inversión de la compañía matriz, porque pertenecían 
indirectamente a la compañía matriz; y (c) el derecho a cobrar di-
neros, capital e intereses es un derecho legal y contractual deri-
vado de los contratos, siendo la compañía matriz el titular 
indirecto de ese derecho.56 

83. Noble, "wpra n. 11, Decisión sobre jurisdicción, párraro 74. 
84. Ibid. párraro 80. 
85. Véase lumbii:1I Mllrphy, supra n. 71, Laudo sobrcjurisdicción, parraro 119 ('En algunos casos, los in-

versionistas extr.mjeros optan por constituir compañlas o sucursales en el pais donde invierten (en oca· 
siones para ueatar la legislación del país). En esos casos, se podria discutir si la inversión pertenece a 
la compañía cxtronjero o a la compañia constituida en el pals donde se hace la inversión. Por lo tanto, 
paro evitar cualquier duda acerca de la intención de proteger csus inversiones, los diCerentes TBI esta· 
blecen que las acciones de las entidades comerciales que pertenecen a compañias elltronjeros son con· 
siderodas inversiones protegidas por los TBI. Evidentemente, este sistema, que tiene un propósito 
definido, no puede hacer caso omiso del hecho de que Murphy Ecul1dor y Murphy International son 
dos entidades legales independientes. Murphy EcuadorOil Company lid. es una compañia constituida 
en las Islas Bennudas que estableció una sucursal en el Ecuador y sus acciones pertenecían a otro com-
pañía denominada Canam Offshore Limited. constituida de conConnidad con las leyes de las Baharnas 
y totalmente controlada por Murphy Explorotion and Production Company Intemational, constituida 
de conConnidad con las leyes del Estado de Delaware, Estados Unidos de América.. No obstante el 
hecho de que. para propósitos de las protecciones otorgadas por el TBI.las acciones de Murphy Ecuudor 
se consideron una inversión de Murphy Intemotional. existen direrentes compañías cons1ituidas bajo 
1as leyes de diferentes paises. 'l. 

86. 18M, .mpru n. 68. Decisión sobre jurisdicción, párraro 41. 
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2.3.3 Los TBl no operan retroactivamente, pero los 
Tribllnales consideran 105 eventos previos 

En el derecho internacional, los tratados no se aplican retro-
activamente, a menos que el tratado disponga de otra manera o 
que se demuestre lo contrario.87 En el caso MCI vs. Ecuador, el tri-
bunal afirmó este principio y señaló lo siguiente: 

La no retroactividad del TBI exc/uye Sil aplicación a diferencias que 
hayan surgido antes de su elltrada en vigencia. Cualquier diferencia 
que haya surgido alltes de esa fec/m no podrá ser sometida al sistema 
de solución de diferellcias establecido por el TBl. El silellcio ell el 
texto del TBl respecto de su alcance con relación a diferellcias previas 
a su elltrada en vigencia 110 altera los efectos del principio de 110 re-
troactividad de los tratados.88 

Sin embargo, el tribunal estuvo dispuesto a 'tornar en cuenta 
eventos previos a la fecha de entrada en vigencia del TBI exclusi-
vamente con el fin de entender y determinar con precisión el al-
cance y efectos de las violaciones al TBI después de esa fecha'.89 
Por lo tanto, el abogado debe estar preparado para llevar a cabo 
investigaciones de hechos anteriores a la ratificación del TBI por 
parte del estado receptor, que pueden proporcionar al tribunal 
un contexto útil para la torna de decisiones. 

2.4 Responsabilidad 

En la etapa de fondo, las decisiones del CIAD! relativas al 
Ecuador plantearon varios ternas, incluyendo la aplicación del 
análisis de proporcionalidad en conductas expropiatorias por 
parte del estado receptor y la medida en que un impuesto puede 
ser caracterizado corno expropia torio. Dada la complejidad de los 

87. Véase el Art. 28 de lo Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados; clArt. J 3 de los Artlculos 
sobre Responsabilidad de los Estados de 111 Comisión de Derecho Internacional ('Un hecho del Estado 
no constituye violación de una obligDCión internacional a menos que el Estado se halle vinculado por 
dicha obligación en el momento en que se produce el hecho. '). 

88. At.c./. PO\lW Gmllp L.e J' N"lI' n/rhin(!, 11It·. ".l'. Repúhlica d(!1 ECIIII/lor, Caso No. ARBIOJ/6 ante el 
CIAD l. laudo (julio 31.2(07). párrafo 61. 

R9. ¡bid. párrafo 135. 
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hechos en cada caso, es difícil analizar y condensar los principios 
generales de esos casos en pocas páginas. En tal virtud, esta sec-
ción proporciona una visión general de los principios de derecho 
más notables desarrollados en esas decisiones. Las decisiones de-
muestran la facultad de los tribunales de ejercer un gran poder 
sobre los inversionistas y los estados receptores e ilustran con-
ceptualmente las dificultades que enfrentan los tribunales para 
equilibrar las expectativas legítimas de los inversionistas con la 
necesidad del estado receptor de mantener el control sobre el 'es-
pacio de sus políticas'.90 

2.4.1 'Principio fundamental de proporcionalidad': Es necesa-
rio equilibrar cualquier objetivo administrativo del estado 
receptor contra los illtereses propios del illversiollista y 
contra la verdadera naturaleza y efecto de la conducta que 
está siendo cellsurada 

La proporcionalidad es una herramienta decisoria flexible y 
abierta a interpretación que ayuda a tomar decisiones equilibra-
das en casos en que se debe considerar el tratamiento justo y equi-
tativo de las inversiones. El caso Occidental VS. Ecuador ilustra la 
utilidad de esta herramienta. En el caso Occidental V5. ECl/ador, un 
tribunal dividido del CIADI determinó que el Ecuador había vio-
lado el TBI entre los Estados Unidos y el Ecuador y 10 condenó al 
pago de daños y perjuicios por un monto de USD 1.770 millones, 
el monto más alto de daños y perjuicios ordenado por un tribunal 
del CIADI.91 Los hechos del caso son los siguientes. En 1999, el 
Ecuador y Occidental celebraron un Contrato de Participación 
para explorar y explotar hidrocarburos en un bloque en el Ecua-
dor. A finales del año 2000, Occidental procuró explorar formas 
de financiación de la ampliación de sus operaciones ecuatorianas 
y reducir su riesgo en el país. Con ese fin, Occidental celebró un 

90, V¡Juse Jorg MAYER. Polic)' Space: "'hal. Jor "'hat. ,,,,d "'Ilcrc? 27(4) Dcvclopment Paliey Review 
373·395 (2009). 

91. Borzu SAUAIII & Kabir OOC.GAL. Ca.re CtJmnWllt: Occidellta/ Pe/mIel/m l', EClloúor(20/2), Obsen'a . 
tüm.r 1m AS.res.rmenl (JI Damagc.f antl Ctmlrihlltuf')' FClIIlI. Rc:visión 1 12 (2013) del 
CIAD!; I'case lamhiim Tai-I-Icng Chcng & Lucas Bcnto,/CS/Ds Largcst ¡fn'uttl ¡" HisllJfy: Al! Ol'('r-
dell ofOccidetl/uJ PClIn/ellm Cor/mratiol/ the Repuhlic 11 Ecuador, Kluwcr Arbitrntion Blog. úis-
pmJible en http://tinyurl.comlcx86xy8. 
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Acuerdo Farm-ollt con un tercero, Alberta Energy Corporation 
(AEC), en virtud del cual AEC adquirió una participación econó-
mica del 40% en el bloque de exploración a cambio de ciertos 
aportes de capital. Bajo el Contrato de Participación, una cesión 
de una 'participación económica' requería de aprobación minis-
terial. Sin embargo, Occidental no obtuvo esa aprobación. 
Cuando el gobierno ecuatoriano tuvo conocimiento del Acuerdo 
Farlll-ollt emitió un decreto (el 'Decreto de Caducidad') dando por 
terminado, con efecto inmediato, su Contrato de Participación 
con Occidental y embargó todos los bienes de Occidental en su 
oficina de Quito y los campos petroleros. Posteriormente, Occi-
dental inició un arbitraje. 

Si bien el tribunal determinó que el Acuerdo Farm-ollt efectuó 
una cesión en violación de la ley ecuatoriana, incumpliendo así 
el Contrato de Participación, el tribunal sostuvo que la termina-
ción del Contrato de Participación fue una respuesta despropor-
cionada a la cesión por parte de Occidental de derechos bajo el 
Acuerdo Farm-ollt. Después de revisar el principio de proporcio-
nalidad en diferencias relativas a inversiones internacionales,92 el 
tribunal determinó que había varias alternativas en lugar de la 
terminación del Contrato de Participación y que esta última 
debía, por lo tanto, haber sido una medida de última instancia. 
El tribunal también consideró que el Ecuador no sufrió 'ninguna 
pérdida cuantificable como resultado directo de que AEC haya 
adquirido una participación económica en el Bloque 15'. En con-
secuencia, sostuvo que el Decreto de Caducidad fue despropor-
cionado con relación a su objetivo. En este sentido, el tribunal 
señaló lo siguiente: 

92, Véase Dccidell'al. supra n. 21, Loudo, párrafo 404 ('Con eSIOS antecedentes, el Tribunal observa que 
exisle un creciente conjunto de nonnas de arbitraje, paniculonnente en el conlexto de los arbítrJjes 
ante el ClADI, que sostiene que el principio de proporcionolidad es aplicDble a violaciones potenciales 
de obligaciones bajo tratados bilDterales de inversión. '), ,'Jase ramhüJII MTD Eq//ir)' SDN.BHD. el af 
".t. Rl!plihlica de Chile, Caso No. ARB/OI f7 anle el CIADI (mayo 25, 2004); LG&E EIIt!I}J)' G)rp. el 
al. I 'S . República Argctltína, Caso No. ARBlO2l1 ante el CIADI (octubre 3, 2006); Tec:nwJ S.A. I',t. E.f-
laúos Ullido.f Mcxicalws. Caso No. ARB ante el CIADI (AF)/OO/2 (mayo 29, 2(03): A:"rir Corp. ' ·,f. 
Replihlic:a Argelfl¡tJu. Caso No. ARBlO ll12 ante el CIADI (julio 14,2006). 
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La pmeba, al fin y al cabo, segllirá siendo IIna pmeba de criterio glo-
bal, qlle eqllilibre los intereses del Estado en contra de los de la per-
sona, para evalllar si la sanción específica es IIna respllesta 
proporcionada en las cirCl/nstancias partiCl/lares. En consecuencia, 
si bien es posible observar mucllos casos en que se impone ulla SOIl-

ción por violaciones que no llan causado UII perjuicio directamente, 
es inmediatamente evide/lte que esas sanciones tiellden a estar en el 
extremo más bajo de la escala -su objetivo es educar y disuadir tanto 
al infractor como al público en general-o Pero las sanciones más se-
veras usualmente siguen estando reservadas para casos en que se lla 
ocasionado un verdadero perjuicio. Y, usualmente, mientras más 
severo es el perjuicio, más severa es la sanción." 

Con estos antecedentes, el tribunal afirmó que 'el principio 
fundamental de proporcionalidad exige que se debe equilibrar cual-
quier objetivo administrativo con los intereses propios [del inver-
sionista] y con la verdadera naturaleza y efecto de la conducta 
que está siendo censurada'.'· En consecuencia, consideró que el 
precio pagado por Occidental, es decir, la pérdida total de su in-
versión valorada en millones de dólares, fue desproporcionado 
con relación al acto ilícito cometido en contra del gobierno ecua-
toriano.'s 

El análisis de la proporcionalidad permitió que el tribunal en 
el caso Occidental evite un resultado 'excesivamente formalista'OO. 
Consciente de la violación de la ley ecuatoriana por parte de Oc-
cidental, el tribunal, no obstante, recurrió a un principio del dere-
cho que le permitió llegar a una decisión favorable para el 
inversionista, sin desconocer completamente su propia conducta 
ilícita, lo cual, como veremos más adelante, limitó en última ins-
tancia el monto de daños otorgados al inversionista. 

93. Occidcmal. slIpra n. 21. Laudo. pámfo 417 (énrasis añadido por el aUlor). 
94. Ihid. pámro 450 (énfasis añadido por el.mlor) . 
95 . Ihid. 
96. Tccmcd S A. 1'." E,,,'at/lu UI/idos Mc.,ical/(Is. Caso No ARB (AF)f0QJ2 .. nle el CIAot (mayo 29. 2(03). 

pámfo 149. 
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2.4.2 UII impuesto 110 es expropia torio si permite al illversio-
lIista obtener un rendimiento comercial 

En principio, las normas del derecho internacional permiten 
a un estado receptor expropiar bienes extranjeros.97 Sin embargo, 
todos los acuerdos internacionales sobre inversión extranjera con-
tienen requisitos y consecuencias para la expropiación. Esto no 
resulta sorprendente puesto que la expropiación 'es la forma más 
severa de interferencia con la propiedad' .98 La mayoría de TBI dis-
ponen, por lo tanto, que la expropiación está prohibida, a menos 
que el inversionista reciba una compensación adecuada. Por 
ejemplo, el Artículo II1(1) del TBI entre los Estados Unidos y el 
Ecuador dispone lo siguiente: 

Las inversiones no se expropiarán ni nacionalizarán directamente, 
ni indirectamente mediante la aplicación de medidas equivalentes a 
la expropiación o naciollalizaciólI (" expropiaciólI"), salvo que ello se 
efectlíe COII fines de illterés público, de mallera equitativa y mediante 
pago de ulla indemnizaciólI pronta, adecuada y efectiva. 

En el caso Burlingtoll V5. ECl/ador, el tribunal debió considerar 
si el Ecuador había violado la cláusula de expropiación del TBI 
entre los Estados Unidos y el Ecuador. En 2006, el Ecuador pro-
mulgó la Ley 42 que incrementó progresivamente la participación 
del gobierno ecuatoriano en los campos petroleros del 20% al 
50%, y la incrementó aún más, al 99%, en 2007, con la imposición 
efectiva de un impuesto a los ingresos extraordinarios para los 
inversionistas extranjeros. Burlington, inversionista minoritario 
en un consorcio para exploración petrolera, cumplió con el im-
puesto por algún tiempo, pero eventualmente incumplió sus 
pagos, alegando que el Ecuador debía haber absorbido el im-
puesto en virtud de una cláusula de estabilización tributaria con-
tenida en los Contratos de Participación. Esto llevó al Ecuador a 
iniciar procedimientos de coactiva en contra de Burlington para 
tomar el control físico de los campos petroleros. Posteriormente, 
Burlington inició un arbitraje internacional en contra del Ecuador, 

97. DoI:er & Sclln.mcr. :mpru n. 8. (,'tl 9. 98. 
98. ¡hid. 
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alegando que el impuesto efectivamente expropiaba su inversión 
en el país. El Ecuador reconvino que la suspensión de operaciones 
por parte de Burlington dañaba el medio ambiente y la infraes-
tructura de los bloques de exploración. 

El tribunal recalcó que, si bien 'la imposición de tributos es 
una prerrogativa esencial de la soberanía del Estado' ,99 'hay, sin 
embargo, límites al poder del Estado de imponer tributos'.loo Un 
impuesto es considerado expropia torio si es discriminatorio y 
confiscatorio. Para determinar si un impuesto es confiscatorio, los 
tribunales deben analizar el 'efecto' del impuesto y si el estado 
receptor tenía la intención de privar al inversionista de su inver-
sión. lol 

Aunque el tribunal determinó que la apropiación física de los 
campos petroleros por parte del Ecuador constituía una expro-
piación de la inversión de Burlington, sostuvo que la promulga-
ción de la Ley 42, que efectivamente aplicó un impuesto del 99% 
a las ganancias de Burlington, no privó sustancialmente a Bur-
lington de su inversión y, en tal virtud, no era expropiatorio.102 

Resulta significativa la siguiente observación del tribunal: 

Allllque la Ley 42 que fijó el 99% disminuyó considerablemente las 
gallallcias de Burlillgtoll, las afirmaciolles de Burlillgtoll de que su 
illversiólI dejó de teller valor y pasó a ser illviable 110 hall sido pro-
badas. Más bien, las pruebas demuestrall que, 110 obstante la pro-
mulgación de la Ley 42 que fijó el 99%, la inversión mantuvo su 
capacidad de generar un rendimiento comercial. lo3 

No se debe confundir el rendimiento comercial con las sim-
ples ganancias. lO• Es decir, 'se debe demostrar que se ha extin-

99. Bltrli"glOlI, '''I/pra n. 6, Decisión sobre responsabilidad, pármfo 391 . 
100. ¡bid. párrofo 392. 
101. ¡bid. párrofo 401(que señala que 'una dctenninaci6n de que una medida adoptada por un Estado está 

diseñada para privar al inversionista de sus o hacer que los abandone ... o venda a un prccio 
desventajoso tenderla a respaldar uno. dctenninoclon de que ha ocurrido una clI:f'lropiación.') (citas y 
comillas internas omit idas). 

102. ¡hid. párrJ.fo 456. 
103. ¡bid. pdrrnfo 456 (énfasis añadido por el autor) . 
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guido virtualmente la capacidad continua de la inversión de ge-
nerar un rendimiento'.lOs Aplicando estos principios, el tribunal 
determinó que el impuesto creado por la Ley 42, como impuesto 
a los ingresos extraordinarios,l06 no afectó la inversión de Burling-
ton en su totalidad, sino solamente una porción de sus ganancias. 
El tribunal sostuvo que el impuesto no era discriminatorio y no 
era confiscatorio y, en tal virtud, no era expropia torio. 

En cambio, el tribunal en el caso Occidental V5. Ecuador señaló, 
obiter, que la Ley 42 no era un impuesto.I07 El tribunal planteó la 
hipótesis de que, 'aun si la Ley 42 fuese un impuesto', esta 'crearía 
una barrera jurisdiccional para la demanda del Actor con relación 
a la Ley 42 bajo el [TBI]'I08 en razón de que dicho tratado excluye 
del TBI 'cuestiones tributarias' en varias circunstancias.ul9 Aunque 
los tribunales en los casos Burlington y Occidental caracterizaron 
a la Ley 42 de maneras diferentes, la prueba de Burlington ilustra 
el intento del tribunal de manejar las necesidades del estado re-
ceptor de obtener rentas y el objetivo del inversionista de obtener 
beneficios de su inversión. Parece, por lo tanto, que el equilibrio 
está en los detalles. 

104. IhiJ. pamafo 399 (que señala que '[o.Junque las pérc.Jidas en un año podrio.n inc.Jicnr que la inversión se 
ha tomndo inviable y no volverá a ser rentable, esto no es necesario.mente cierto y para delenninar que 
ha existido expropiación seria necesario evaluar las perspectivas futuras de obtener un rendimiento 
eomereial . Se debe demostrar que se ha elttinguido virtualmente la capacidad continua de la inversión 
de generar un rendimiento.'). 

lOS. IbiJ. p.3.rrofo 399. 
106. lhid. pamlfo 404 (que señala que 'cs. por lo lanto, improbable que un impuesto a los ingresos extraor-

dinarios de como resultado la eltpropiación de una inversión.'). 
J07. Deciden/ul, supra n. 21, Laudo, párrafo 495 ('El Tribunaltambien concuerda con el Demandado en 

que la Ley 42 no es un impuesto. '). El tribunal en el caso Decide",,,1 caracterizó a la Ley 42 como 
'una decisión unilateral del Congreso ecuatoriano de asignar al Estado ecMtariano un porcentaje de· 
flnido de las renlas obtenidas por las compañías contralistas. como OEPC, que mo.ntiencn contratos 
de participación'. lhid. piamlfo 510. 

JOB. lhid. p:lrrufo 498. 
109. Véase TBI entre los Estados Unidos y el Ecuador, Art. X: '1. En lo relativo a sus normas tributarias. 

cada Parte debcni esforzarse por actuar justa y equitativamente en el trato de las inversiones de los 
cionales y las sociedades de la otra Parte. 2. No obstante, las disposiciones del presente Tratado, espc· 
cialmcnle de los Articulas VI y VII del mismo. se aplicarán n Cllcsti!mcs triblllurüu solamente con 
respecto a: (a) la eltpropiación, de confonnidad con el Articulo 111; (b) las transferencias, de confonni· 
dad con el Artículo IV; o (e) In observancia y el cumplimiento de los lenninos de un acuerdo o nutori-
Z&lCión en malcria de inversión, tal como se menciona en el inciso (a) o (b) del Articulo VI( 1), en la 
medida en que no cSlen sujetas a las disposiciones sobre la solución de diferencius de un Convenio 
para evitar In doble imposición tributaria entre las dos Partes, o que se hayan suscitado de confonnidad 
con dichas disposiciones y no se hayan resuelto en un plazo razonable' . (énfDsis ai\adido por el autor). 
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2.5 Recursos 

Una determinación de responsabilidad no garantiza un re-
curso. De hecho, los recursos otorgados dependen de los hechos 
de cada caso. En este sentido, las decisiones del CIADI relativas 
al Ecuador han afirmado y aclarado cuándo pueden estar dispo-
nibles ciertos recursos. 

2.5.1 El pago de illtereses cOlllpl/estos 110 se otorgará cl/alldo 
lo prollfball las leyes locales, y IlIIa cOlllpellsaciólI últe-
gra se otorgará solalllellte si hay 1111 VÚICI/lo cal/sal sl/fi-
ciellte entre la violaciólI del TBl y la pérdida sl/frida por 
los actores 

Las consecuencias de la violación de una obligación interna-
cional deben ser determinadas recurriendo al derecho internacio-
nal. En el derecho internacional está firmemente establecido que 
la principal consecuencia de cometer un acto ilícito es la obliga-
ción de esa parte de reparar el daño causado por ese acto. l1OSin 
embargo, como señaló el tribunal en el caso DlIke vs. Ecuador, 'la 
controversia continúa respecto de la norma y la medida de com-
pensación aplicables, así como del método apropiado para calcu-
lar dicha compensación'.111 En el caso DlIke, el tribunal señaló que 
el Ecuador no había cumplido con el mecanismo de pago previsto 
en los acuerdos entre las partes y que debía a uno de los actores 
intereses por mora. También determinó que dichas violaciones 
dieron como resultado la violación de la cláusula de protección 
general y del principio de trato justo y equitativo.1I2 La adjudica-
ción de intereses compuestos, señaló el tribunal, 'no es un princi-
pio del derecho internacional'.113 Es importante señalar que el 
interés compuesto ha sido aceptado en 'la mayoría de decisiones 
recientes',114 por lo que el caso DlIke resulta un caso atípico en este 
contexto. 
110. Véa.w DI/ke, .mpra n. 65, Laudo, párrafo 467; Malcom N. SIIAW, JlJlemalioIJal Lal\' 778 (Cambridge 

Uni\lcrsity Prcss 2008) ('Una \liolación de una obligación internacional da lugar a quc se exija una re· 
paración. '). 

111. DI/ke, sl/pra n. 65, Laudo, párrafo 467. 
112. Véase TBI entre los Estados Unidos y el Ecuador, Art. VIII. 
113. DI/ke. supra n. 65. Laudo. párrafo 473. 
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Para determinar la norma y medida de compensación apli-
cables, el tribunal se basó en el principio sentado por el caso re-
lativo a la fábrica en C/¡orzów (Alemania vs. Polonia),115 que establece 
que cualquier laudo debería, 'tanto como sea posible, borrar las 
consecuencias del hecho ilícito y restablecer la situación que, con 
toda probabilidad, habría existido si el hecho no hubiese tenido 
lugar' .116 El tribunal señaló que el principio de compensación 'ín-
tegra' ha sido codificado en el Artículo 31 de los Artículos sobre 
Responsabilidad de los Estados por Hechos Internacionalmente 
Ilícitos de la Comisión de Derecho Internacional ('Artículos de la 
COI') y, en consecuencia, aplicó esta disposición 'por analogía al 
arbitraje entre inversionista y estado'.m Sin embargo, el tribunal 
también recalcó que 'se otorgará una indemnización solamente 
si hay suficiente vínculo causal entre la violación del TBI y la pér-
dida sufrida por los Actores'.lIs Aunque la relación de causalidad 
no es un concepto extraño para las mentes entrenadas en temas 
jurídicos, también puede operar como herramienta para dar al 
tribunal un cierto margen en el manejo de la tensión entre los in-
tereses del estado receptor y los del inversionista. 

2.5.2 'Los actores debell pagar 1111 precio nI9: La illdemllizaciólI 
por dalias y perjuicios de ulla parte puede ser reducida 
ell térmillos de su lIegligellcia cOlltribuyellte, que debe 
haber sido sustallcial y sigllificativa 

En el caso Occidental vs. Ecuador, el tribunal determinó que 
Occidental Petroleum violó la ley ecuatoriana cuando cedió a un 
tercero algunos de sus derechos bajo un contrato de participación 
con el gobierno ecuatoriano. El Ecuador sostuvo que esta conclu-
sión debería inducir al tribunal a reducir el monto que Occidental 
recupere en razón de la conducta temeraria de Occidental que 

114. Dol=er & Schrelwr, supra n. 8, en 9, 298 (que también señala que '[I]a practica de los tribunales muestra 
una tendencia hacia el interés compuesto, es decir que los intereses son capitalizados en ciertos intcr. 
valos y luego generan, a su vez, intereses. '). 

115. 1928, PCIJ. Serie A No. 17. 
116. lhid.en47. 
117. Dllke •. mpm n. 65. Laudo, párrafo 468. 
118. Ihid. 
119. Occidental, supra n. 21. Laudo. parrafo 680. 

46 REVISTA ECUATORIANA DE ARBtTRAJE 



LIlCilS Bellto 

violó las leyes del Ecuador y que ... provocó la decisión [del Ecua-
dor) [de terminar) el Contrato de Participación [lo que dio como 
resultado) las pérdidas que [Occidental) alegó haber sufrido'po 

El tribunal comenzó su análisis señalando el Artículo 39 de 
los Artículos de la COI que establece que '[p )ara determinar la re-
paración se tendrá en cuenta la contribución al perjuicio resul-
tante de la acción o la omisión, intencional o negligente, del 
Estado lesionado o de la persona o entidad en relación con la cual 
se exige la reparación'. Luego, el tribunal consideró si Burlington, 
al violar las leyes ecuatorianas, incurrió en negligencia contribu-
yente. El tribunal señaló lo siguiente: 

[N]o es CIIalqllier contribllción de la parte agraviada al daiio qlle ha 
sufrido lo qlle da IlIgar a lIna determinación de I/egligel/cia contri-
bllyel/te. La contribllción debe ser sllstancial y significativa. En este 
sentido, el triblll/al tiene lIn amplio margen de discrecionalidad al 
implltar la CIIlpa. 121 

Es importante anotar que el tribunal sostuvo que '[u)na sen-
tencia condenatoria al pago de daños y perjuicios puede ser re-
ducida si la parte actora también cometió una falta que 
contribuyó al perjuicio que sufrió y por la cual el juzgador de los 
hechos, en ejercicio de 511 discrecionalidad, considera que la parte ac-
tora debe asumir alguna responsabilidad'.122 

Los CP entre Occidental y el gobierno ecuatoriano contenían 
disposiciones que permitían al Ecuador declarar la caducidad de 
los CP si Occidental no obtenía una autorización ministerial pre-
via para transferir derechos bajo los CP a un tercero. Puesto que 
Occidental no solicitó ni obtuvo la autorización requerida cuando 
transfirió el 40% de su participación a AEC, el tribunal determinó 
que había actuado de manera negligente y cometido un acto ilí-
cito y, en consecuencia, redujo la indemnización por daños y per-
juicios de Occidental en un 40%. El tribunal también destacó 'el 

120. ¡hid. párrafo 659. 
121. ¡hid. párrafo 670 (énfasis añadido por el aUlor). 
122. ¡hicl. párrafo 678 (énfasis añadido por el DUlar). 
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derecho soberano' de un estado receptor 'de examinar y aprobar 
la ese tercero) como cesionario de aquellos derechos'.m Como su-
cede con el análisis de causalidad y de proporcionalidad, la dis-
crecionalidad del tribunal para determinar una negligencia 
contribuyente le permite equilibrar los intereses de las partes. 

ANULACiÓN 

El Artículo 52 del Convenio del CIAD! establece la norma de 
revisión para la anulación de laudos. El apartado (1) del Artículo 
52 dispone que: 

(1) Cualquiera de las partes podrá solicitar la anulación del laudo 
mediante escrito dirigido al Secretario General fundado en una 
o más de las siguientes causas: 

(a) que el Tribunal se hubiere constituido incorrectamente; 
(b) que el Tribunal se hubiere extralimitado nlnniftestamente en SI/S 

faCllltades; 
(c) que hubiere habido corrupción de algún miembro del Tribunal; 
(d) que hubiere quebrantamiento grave de una norma fundamental 

de procedimiento; o 
(e) que no se hubieren expresado en el laudo los motivos en que se 

fimde. JU 

En 2012, ocho solicitudes de anulación fueron presentadas 
por partes de arbitrajes ante el CIAD!. De las ocho solicitudes, 
cinco fueron presentadas por estados que eran parte en las dife-
rencias, y tres fueron presentadas por inversionistas.125 En el caso 
Repsol vs. Ecuador, el Ecuador solicitó la anulación del laudo, 
pero el Comité ad hoc rechazó la solicitud del Ecuador y confirmó 
el laudo por el monto de USD 13,6 millones. La decisión es signi-
ficativa porque destaca el umbral significativamente alto que es 
necesario para anular laudos del CIAD!, lo que generó opiniones 
diversas en el ámbito del derecho internacional de inversión. m 

123. lhid. párrafo 679. 
124 . Conveniodcl CIAor. An. 52(1). 
125. Infonne Anual del CIADI, 30. 

48 REVISTA ECUATORIANA DE ARBITRAJE 



Luras Bento 

2.6.1 'Manifiesto' significa 'obvio por sí /IIislllo'. 

En el caso Repsol vs. Ecuador,m Petroecuador solicitó la anu-
lación del laudo del tribunal, alegando que el tribunal se extrali-
mitó manifiesta e ilegítimamente en sus facultades. Petroecuador 
planteó, illter alia, tres argumentos principales. Primero, sostuvo 
que el tribunal carecía de jurisdicción para conocer y resolver la 
diferencia porque, de conformidad con la legislación interna, esta 
ya había sido resuelta por una entidad administrativa local cuya 
decisión habría constituido cosa juzgada a nivel administrativo. l2B 

Segundo, argumentó que la obligación de pago pendiente surgió 
de un Contrato de Prestación de Servicios, no de Contratos de 
Participación.l29 Tercero, argumentó que Repsol no tenía autori-
dad para iniciar un juicio puesto que, en su calidad de miembro 
del consorcio de compañías petroleras, no obtuvo autorización 
previa del comité de operación del consorcioYo 

Como una cuestión preliminar, el comité de anulación co-
menzó observando que 'si el uso excesivo por parte de un tribu-
nal arbitral de sus facultades ha de constituirse en justificación 
válida para la anulación de un laudo de conformidad con el Ar-
tículo 52(1)(b) del Convenio del CIADI, este debe ser 
"mallifiesto"'.l3l En vista de que el Convenio del CIADI no define 
ni explica el significado de 'manifiesto', el comité afirmó que 'la 
extralimitación en las facultades propias es 'manifiesta' cuando 
resulta 'obvia por sí misma' a partir de una simple lectura del 
laudo, es decir, incluso antes de un examen detallado de su con-

126. Véase T. CUENG & l. BENTO, Prac/jcal Mea.mrc.'i /0 eOll/rol Amwlmcllls;1I /1I1'c.t/Or-Slalc Arbilrullrm. 
New York Law Joumal, noviembre 26, 2012. Véase lamhién procedimiento de anulación pendiente en 
el caso Occidental u . Ecuador. Decisión sobre suspensión de la ejecución dcllaudo (septiembre 30, 
2013) (que suspende el proceso de ejecución en contra del Ecuador mientras este pendiente un proce-
dimicnto de anulllción). 

127. Repsol YPF ECllador, S.A. \ '$ , Empn!sa Estatal Pctrcílt:f).f del EClladf,r (Pclmeclludorj, Caso No. 
ARB/O l/ IO ante el CIADI, Decisión sobre solicitud de anulación (enero 4, 2007). 

128. ¡bid. párrafo 2 (i). 
129. ¡bid. párrafo 2(ii) . 
130. /bld. párrafo 2 (jii); Petroccuador también añadió las siguientes razones para respaldar su solicitud de 

anulación: (i) que no podia pagar una suma que no habia sido parte dcljuicio; y (ii) que las leyes ecua· 
torianas obligan a las instituciones estatales a agotar lodos los recursos legales pcnnisibles para cvilar 
que cualquier decisión 'se vuelva ejecutnble y ejecutada' . /bid. párrafo 5. 

131. /bid. párrafo 36. 
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tenido' .132 El comité citó al Profesor ScHREUER para respaldar esta 
interpretación. Como señala el Profesor SCHREUER: 

La palabra /10 se refiere a la gravedad de la extralimitación ni a la 
natl/raleza fundamental de la norma que Ita sido violada, sino más 
bien al proceso cognitivo que la Itace evidente. Una extralimitación 
de facultades es manifiesta si se la pl/ede discemir con poco esfllerzo 
y sin l/acer 1m análisis más proftmdo.133 

El comité de anulación concluyó que '[u]na primera lectura' 
del fallo arbitral es 'clara, convincente, bien razonada y libre de 
contradicciones' y toma en cuenta las normas ecuatorianas apli-
cables.1J.l En tal virtud, el comité determinó que el tribunal no se 
había extralimitado manifiestamente en sus facultades. Además, 
el comité también observó la nacionalidad ecuatoriana de los ár-
bitros como otro indicio de que el tribunal actuó i/ltra vires.135 Esto 
subraya la importancia de seleccionar a los árbitros cuidadosa-
mente durante la constitución del tribunal, puesto que esto puede 
afectar no solamente el fondo de la diferencia, sino también si el 
laudo admite un procedimiento de anulación. 

2.6.2 Los errores cometidos eIJ la aplicacióII de ulla ley no 
constituyell cal/sales para la allulacióII de 11/1 laudo 

Aunque se lo enunció obiter dicta, el comité de anulación tam-
bién observó que ' [i]ncluso asumiendo que el Tribunal hubiese 
aplicado erróneamente las leyes ecuatorianas, se debe recordar 
que, en el sistema de anulación del CIADI, los errores cometidos 
en la aplicación de una ley, a diferencia de la violación de dicha 
ley (o de normas legales acordadas por las partes), no constituyen, 
de conformidad con el Artículo 42 del Convenio, causales para la 
anulación de un laudo'.I36 Citando varias decisiones del CIADI, 
el comité aclaró que una solicitud de anulación 'no debe ser con-

132. lhid. 
133, Ihid. (quo1ing SCUR EUER. ,mpra n. 52, 01135, 933 .) 
134. ¡hid. pam. 37. 
135. ¡hid. 
136. ¡hid. pam. 38. 
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fundida con una apelación, que no está disponible de conformi-
dad con el Artículo 53 del Convenio' .137 El Artículo 53 del Conve-
nio dispone que ' [eJllaudo será obligatorio para las partes y no 
podrá ser objeto de apelación ni de cualquier otro recurso, ex-
cepto en los casos previstos en este Convenio', sellando así el 
principio de finalidad en el arbitraje entre inversionistas y esta-
dos, así como el alto umbral para las anulaciones. 

3. CONCLUSIÓN 

Este artículo ha buscado servir como un análisis 'post-mortem' 
del período en que el Ecuador fue parte en arbitrajes ante el 
CIAD!. Estas decisiones, sumadas a la salida del sistema por parte 
del Ecuador, nos dejan tres grandes lecciones acerca del CIADr 
en general. 

Primero, las decisiones ilustran la lucha de los tribunales para 
manejar la tensión entre los intereses del inversionista y los del 
estado. Por ejemplo, en su decisión sobre medidas provisionales, 
el tribunal en el caso Occidental VS. Ecuador señaló la tensión 'entre 
la necesidad de proteger los derechos del inversionista extranjero 
y el derecho del Estado receptor a reclamar el control de sus re-
cursos naturales'.I38 Es improbable que los instrumentos que rigen 
actualmente, tales como los TBr de primera generación, en su 
forma actual, ayuden a los tribunales a manejar esa tensión, cuyo 
alivio puede, por lo tanto, llegar a manera de nuevos tratados que 
busquen equilibrar de mejor manera los intereses de los inversio-
nistas y de los estados y de las posteriores interpretaciones de 
esos tratados en arbitrajes. 

En segundo lugar, y a pesar de algunas diferencias irrecon-
ciliables entre los laudos, es posible identificar una praxis com-
partida en la jurisprudencia del CrADI. El Convenio del CIADI y 
las Reglas de Arbitraje del CIADI constituyen el pilar común de 

137. ¡hid. 
138. Occidental. SlIpra n. 33. Decisión sobre medidas provisionales, parrafo 85 . 
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esta cultura común. Pero la substancia de la formación de juris-
prudencia se deriva de la cultura, experiencia, práctica y ética le-
gales. En este sentido, la jurisprudencia del CIADI, a pesar de las 
inherentes incoherencias, adopta una práctica del derecho que es 
ampliamente coherente y armoniosa. Es esta práctica común del 
arbitraje lo que genera principios de derecho que podrían, o no, 
convertirse en un cuerpo legal más coherente. Por ejemplo, los 
tribunales del CIADI se basan, como una cuestión de rutina, en 
los Artículos de la COI sobre Responsabilidad de los Estados. A 
pesar de algunas afirmaciones en contrario, también se remiten 
rutinariamente a decisiones previas como una forma de prece-
dente de hecho. Con este fin, el autor ha abogado en otras instan-
cias por la adopción de sinopsis arbitrales en las decisiones del 
CIADI que contribuyan a lograr una mayor armonía en el dere-
cho.l39 Sin embargo, hay más por hacer si esta institución ha de 
lograr una mayor presencia en un mundo que demanda cada vez 
más certeza, previsibilidad y coherencia, así como costos más 
bajos y procedimientos más rápidos. 

Finalmente, las decisiones del CIADI relativas al Ecuador 
captan la esencia de la primera fase de desarrollo del derecho in-
ternacional de inversión, caracterizada por desequilibrios insti-
tucionales, problemas de legitimidad, el papel de la volatilidad 
política y una naciente profesión que busca la armonía en un com-
plejo microcosmos de reglas y procedimientos. Insatisfechos con 
el impacto económico y político de los instrumentos internacio-
nales que, se podría afirmar, han sido redactados para una era di-
ferente, los estados en desarrollo son cada vez más asertivos en 
el ámbito internacional. Por ejemplo, el Ecuador ha propuesto la 
creación de una institución regional para el arbitraje de diferen-
cias relativas a inversiones como una alternativa para remplazar 
al CIADl.uO Sudáfrica ha decidido terminar algunos de sus TBI 

139. V':US(t LucD." BE."ITO, n,,: Cosefi)r Sy"op.rc.r /ti Arhilrol An'un/s. Kluwcr Arbitration Blog, noviembre 
21 , 2013, dis!nmihle el! hUp:/lkluwcrarbitrationblog.comJblog.'20 1311 
arbitrnl-awards/. 

140. Silvia Karina FIEZZONI,.wpro n. 3. en 140. (' En junio de 2009, el entonces Ministro de Relaciones E1t· 
teriores del Ecuador. Fandcr Falconí. propuso rormnlmcnte que la UNA SUR crearo un centro de arbi-
traje como una alternativa para remplazar ni CIADI. ') 
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existentes. China ha utilizado su peso económico como palanca 
en negociaciones para formular TBl más favorables a sus intere-
ses. 

Desde los picos nevados de los Andes ecuatorianos, hasta la 
meseta sudafricana y las tierras altas de China, soplan fuertes 
vientos de cambio a través de las grietas del mundo de la inver-
sión internacional. La salida del Ecuador podría marcar no sola-
mente el final de una era, sino, lo que es tal vez más importante, 
el inicio de una nueva. Si los principios de derecho establecidos 
en las decisiones del CIADl relativas al Ecuador resistirán es algo 
que dependerá en última instancia de la dirección en que sople 
el viento. 
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